Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 12 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑOR SECRETARIO.- La Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay, solicita una audiencia a la 
Comisión para abordar el tema modificación de la legislación que regula la usura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema será tratado en su oportunidad en la Comisión. 


SEÑOR SECRETARIO.- El Sindicato Médico del Uruguay solicita una audiencia. La nota dice: "Cúmplenos solicitarle, a la mayor 
brevedad, una entrevista con las autoridades del Sindicato Médico del Uruguay, a los efectos de discutir el tema del Proyecto de 
Ley sobre “Presupuesto Nacional”, que se encuentra actualmente a estudio en la Cámara de Representantes. Desde ya, 
agradeciendo la atención que nos puedan dispensar al respecto. saludamos a usted con las muestras de nuestra mayor estima." 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que estos temas de presupuesto deberían pasar, precisamente, a la Comisión de Presupuesto. 


SEÑOR SECRETARIO.- Ingresó una nueva carpeta denominada: Información sobre Personas, Empresas e Instituciones 
Incorporadas a los Registros del Banco Central del Uruguay. Se autoriza su difusión bajo determinadas circunstancias. Este tema 
figura en el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entramos a considerar el primer punto. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, se podría alterar el orden del día. El Poder Ejecutivo tiene mucho interés -se ha insistido en el tema 
en la Cámara de Representantes- en tres proyectos que tienen cierta vinculación, que son los siguientes: el relativo al 1% a las 
ejecuciones judiciales, el de Registro Único de Créditos Financieros y el de usura que ingresó al Senado y el Presidente me informó 
que venía a esta Comisión. No sé si el tema relativo a UTE y demás va a llevar mucho tiempo, pero pienso que sería mejor avanzar 
en estos otros temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen inconveniente, se alteraría el orden del día y pasaríamos a considerar 
el segundo punto del orden del día, relativo al Impuesto a las Ejecuciones Judiciales. 


SEÑOR ALFIE.- El Poder Ejecutivo había quedado en enviar una redacción sobre el tema de los Fondos de Recuperación del 
Patrimonio Bancario. ¿Eso no ha llegado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todavía no. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, pido que se reclame, pues hace más de un mes y medio que se solicitó. De lo contrario, impulsaríamos 
el proyecto que elaboramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar, pues, el segundo punto del orden del día: Impuesto a las Ejecuciones Judiciales. 


SEÑOR RUBIO.- He consultado al grupo de trabajo que concurrió a la Cámara de Representantes y al Ministerio de Economía y 
Finanzas sobre este tema del 1% y sobre las expectativas del señor Senador Alfie, y se me respondió que, en realidad, no estarían 
de acuerdo, en la medida que argumentan que la Constitución prevé la excepción en el caso de la auxiliatoria de pobreza. El 
comentario que hacen es que la práctica demuestra lo contrario, es decir, no se hace lugar y los operadores del Derecho dicen que 
se constata con facilidad que en los juicios se exige el 1%. Incluso, hubo recursos de inconstitucionalidad respecto de la ley que 
establecía estas excepciones y la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia no haciendo lugar. Entonces, sería preferible dejar la 
redacción como venía. 


Soy consciente de que se trata de un problema jurídico complejo, pero en la medida en que se ha trabajado sobre el punto 
parecería que hay una opinión bastante sólida respecto a que la mejor regulación que habría para poder amparar la situación de los 
ciudadanos que sufren reclamos y no están en condiciones, desde el punto de vista económico y demás, de pagar este impuesto al 
inicio del trámite y al interponer su defensa, sería la de dejar la redacción tal como estaba. 


Esto es un poco, en sustancia, lo que se sostiene, e incluso, existe un informe que después le puedo alcanzar al señor Senador 
Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- La redacción que elaboramos, en realidad, reafirmaba el tema de la auxiliatoria de pobreza, directamente, al 
exonerarlo, y también exoneraba el pago del impuesto cuando los escritos son presentados por la Defensoría de Oficio o por el 
Consultorio Jurídico de la Universidad de la República. En la redacción original no se los exonera sino que se les difiere el pago. 
Entonces, propusimos dejar claras los temas; es decir, exonerar los dos primeros en forma total y en el tercer caso, que es cuando 
el Juez puede, por razones fundadas, diferir el pago, permitirlo. No alteramos eso; lo único que intentamos fue dejar claro que se 
estaba difiriendo el pago sobre un crédito que siempre se cobra al comienzo, unos quince días antes -eso sí lo averiguamos, pero 
en este momento no lo recuerdo muy bien- y que se trata de unos intereses sobre una cantidad estimativa. 


El otro cambio que planteábamos tenía que ver con el hecho de que en el debido proceso siempre se da vista a la otra parte, y aquí 
esto no se había dispuesto. Lo único que hay que hacer es darle vista y después el Juez decide instantáneamente si otorga o no la 
excepción que ponga la otra parte. Eso fue todo. No cambiamos la sustancia; en realidad, fue más allá de lo que decía el proyecto 
de ley que difería una parte, digamos, en dos casos: uno era imposible porque de hecho lo impedía la Constitución, pero la ley 
establecía que quedaba diferido y ahí sí podría haber una inconstitucionalidad, y el otro -sobre el que no se reglamentaba nada; se 


estableció que se difería y la ley puede decir lo que quiera- bueno, planteábamos que están en el mismo caso y, por lo tanto, 
directamente lo exonerábamos. 


SEÑOR RUBIO..- Se sostiene que esa exoneración prevista en los literales A) y B) requiere iniciativa privativa del Poder Ejecutivo 
porque se trata de materia tributaria. Con respecto a la eliminación de la frase que dice: "Su resolución se tomará sin dar vista a la 
contraparte y dicha resolución no recibirá recurso alguno", en realidad está puesta para evitar el enlentecimiento producido por un 
conjunto de chicanas que en los procesos perjudican a ambas partes y al propio sistema judicial. 


Este es el argumento que funda el texto que viene aprobado por la Cámara de Diputados. 


SEÑOR ALFIE.- Con respecto al último argumento, es cierto que eso puede pasar, y para evitarlo habría que poner plazos cortos; 
pero también puede ocurrir lo contrario, o sea, si no hay ningún impuesto ni ninguna tasa de por medio, es más fácil para una parte 
interponer recursos o argumentos. Básicamente, la justificación de esa tasa desde el punto de vista económico o procesal es la de 
evitar que cualquiera, de ambos lados, pueda trabar sin costo alguno. 


Acepto que el literal B) tiene que tener iniciativa del Poder Ejecutivo, pero no así el literal A). El Poder Ejecutivo podría mandar su 
iniciativa O aceptarla. Me parece que este no es un tema de recaudación -no creo que estos sean importantes tan importantes- sino 
de otra índole. Considero que está muy bien que se cubran las formas; no se trata de trabar sino de mejorar el proyecto. 


La ley puede poner plazos que sean cortos para que no pase lo que señaló el señor Senador Rubio, que es cierto que puede 
ocurrir. También lo expresa así el informe. 


SEÑOR RUBIO.- Entiendo que estas son cuestiones opinables y que todo lo dicho puede ser razonable en algún aspecto. De todas 
maneras, me parece que tendríamos que aprobar el proyecto -que ya cuenta con media sanción- y no complicar más las cosas. Si 
hay iniciativas posteriores, se podrá analizar la manera de perfeccionarlo. 


SEÑOR ALCORTA.- Sin perjuicio de compartir lo que el señor Senador Rubio ha expresado, creo que hay algunos pequeños 
ajustes que hacen al mejor funcionamiento de este proyecto de ley; por lo menos, es lo que hemos apreciado luego del estudio que 
hemos efectuado con algunos compañeros. 


El señor Senador Alfie planteaba la exoneración, pero acá lo que se plantea es el diferimiento del pago. Pienso que es muy claro 
que al plantear una exoneración no importa el monto sino el concepto: morimos en la iniciativa del Poder Ejecutivo para exonerar 
cualquier tipo de tributo, sin importar el monto. 


Creemos que en este caso la exoneración no está planteada, y estamos de acuerdo en dejar ese tema para la instancia que el 
Poder Ejecutivo entienda conveniente. 


Con respecto al planteo de afinar este proyecto de ley que tenemos por delante, vemos que en el artículo único se habla de 
modificar el artículo 482 de la Ley N* 16.170, que en su segundo inciso establece lo siguiente: "A solicitud de parte, se dará curso al 
primer escrito que presente el ejecutado o ejecutante, postergando el control del pago del impuesto del 1% (uno por ciento), 
siempre que se cumpla con lo establecido", etcétera. Al respecto, creo que la referencia a "el control" es redundante, y en tal 
sentido debería decirse, directamente: "postergando el pago del impuesto". Está claro que eso es lo que se posterga y no el control, 
motivo por el cual debería corregirse el texto. 


Por otro lado, en el literal A) se dice: "Los que gestionen y los que obtengan auxiliatoria de pobreza". A mi juicio, no corresponde la 
expresión "los que gestionen", y debería decir simplemente "Los que obtengan auxiliatoria de pobreza". De otro modo, estaríamos 
admitiendo las mismas chicanas que pretendemos evitar al no admitir recursos. 


En cuanto al tema de no hacer lugar, creo que es válido en este caso. Incluso pienso que el texto debería ser más claro y decir que 
la resolución se tomará sin dar vista a la contraparte y que no admitirá recurso. Entiendo que al dar vista a la contraparte de un 
mero trámite -que es lo que se hace al postergar el control del impuesto- se habilita la posibilidad de recurrir y diferir todo el 
procedimiento, que no es el interés del proyecto de ley ni el motivo por el cual se plantea esta solución. Por lo tanto, la redacción 
debería ser la siguiente: "Los Jueces podrán, por resolución fundada en forma expresa, hacer lugar a la solicitud realizada en los 
literales A) y B). Su resolución se tomará sin dar vista a la contraparte y no admitirá recurso alguno". Esto mejora la propuesta de la 
Cámara de Representantes esencialmente en dos aspectos. En primer lugar, las razones fundadas de los Jueces pueden ser de la 
más variada índole, motivo o razón, y le dan una gran discrecionalidad. Por ese motivo, pretendemos establecer que la resolución 
deberá ser fundada en forma expresa, es decir, que se explique el porqué y no que se utilice un fundamento genérico. También es 
importante que se haga por escrito y en el expediente. De esa manera, el Magistrado asume la responsabilidad de que está 
otorgando ese beneficio. En segundo término, se propone sustituir, al final del párrafo, el término "recibirá" por "admitirá". Las 
resoluciones judiciales no reciben recursos, sino que los admiten, o no. 


Finalmente, estamos de acuerdo con el último inciso, que viene redactado correctamente de la Cámara de Representantes y la 
solución es la más conveniente desde el punto de vista técnico. 


SEÑOR ALFIE.- Comparto la propuesta de eliminar la expresión "Los que gestionen" y dejar solamente "los que obtengan", en el 
literal A). Digo más; en realidad, mi redacción decía "cuando obtengan". 


SEÑOR ALCORTA.- La idea no es exonerar, sino modificar lo que nos remitió la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ALFIE.- Sigo sin compartir el tema de no dar vista, porque todos los textos de Derecho Civil establecen esa exigencia; en 
todo caso, pongamos plazos perentorios. Creo que si vamos a modificar la redacción, deberíamos establecer algo más acorde con 
las garantías del debido proceso o el principio de "óigase a la otra parte", que cualquiera que haya estudiado Derecho Civil conoce. 


Además, nosotros habíamos cambiado la forma de cálculo del impuesto porque, según las averiguaciones que hicimos, siempre se 
calculaba sobre el principio. Es decir que si después había una baja, era imposible recuperar los importes. Por eso habíamos 
propuesto establecer que el pago se calculará sobre el monto de capital e intereses que surja de la liquidación final de la ejecución, 
generando un crédito privilegiado con cargo a dicha liquidación. 


SEÑOR ABREU..- Creo que aquí hay dos planteos: uno de carácter general y político y otro de carácter jurídico. 


El señor Senador Rubio ha planteado -no sé si en representación de su fuerza política- la intención de votar el proyecto tal como 
viene de la Cámara de Diputados, lo que nos dejaría a nosotros la posibilidad de discutir el tema en su oportunidad en el Plenario. 
En función de esa decisión, entonces, veremos cómo vamos a discutir el tema. 


En segundo lugar, quiero decir que comparto la posición de la exoneración. Ahora bien, la exoneración necesita iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Entonces, esto podría retrasar el trámite, pero también podría ser un acto de justicia importante para evitar que el que 
tiene esa situación de carencia económica, se vea obligado a pagar en algún momento, porque la postergación no significa que se 
le exonere del pago. El acto de justicia sería exonerar, como la Constitución establece, a los que tienen auxiliatoria de pobreza, y 
aplicar el régimen del segundo inciso al literal B). Es un tema que hemos discutido en el Senado, incluso, en oportunidad de la 
consideración del proyecto sobre el tema de las aguas. 


Por otro lado, no somos muy partidarios de hacer perforaciones al principio del debido proceso; es decir, las partes siempre deben 
ser escuchadas, más allá de que se pueda establecer un plazo. En este caso, la norma puede ser a favor de los más necesitados, 
pero se está creando un precedente y algún día puede aplicarse en una norma a favor de los que más pueden. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Está muy claro que hay posiciones distintas. Por un lado, hay una propuesta de votar el proyecto tal como 
viene de la Cámara de Diputados y, por otro, están las modificaciones que sugiere el señor Senador Alcorta, que apuntan a 
postergar el pago y no el control del pago, suprimir la referencia a los que gestionen auxiliatoria de pobreza -es decir que quedarían 
comprendidos sólo los que la obtengan- determinar que los Jueces deben establecer las razones fundadas en forma expresa y 
puntualizar que la resolución no admitirá -en lugar de "no recibirá"- recurso alguno. Seguramente son modificaciones atendibles. El 
problema es que cualquier cambio que se haga va a obligar a que el proyecto vuelva a la Cámara de Representantes, por lo que 
tendremos que tomar una resolución al respecto. En lo personal no tendría inconveniente, pero aclaro que no lo hemos conversado 
en la Bancada oficialista. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, hay un interés político de darle cierta velocidad a su aprobación, pero no quiere decir que lo 
debamos hacer a marcha forzada. Si se trata de algunos cambios formales que mejoran el proyecto, pienso que hay que tomarlos 
en cuenta. Ahora bien, si es una cuestión de fondo y se necesita esperar la iniciativa del Poder Ejecutivo, complicaría el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué sucede con el punto que plantea el señor Senador Abreu respecto a que en lugar de decir "sin dar 
vista a la contraparte" quiere que haya un plazo? 


SEÑOR ALCORTA.- El hecho de eliminar la disposición que hace inapelable e irrecurrible la resolución del Juez es una suerte de 
chicana. Cualquier resolución de un Magistrado, salvo que se declare expresamente lo contrario como en este caso, siempre se 
puede recurrir. Eso lo que hace es transformar a las ejecuciones en verdaderas maratones de recursos, lo que implica aumentar 
innecesariamente el trabajo del Poder Judicial, desvirtuando la naturaleza del proceso ejecutivo y haciendo perder gran parte de su 
seriedad. Evidentemente, se trata de una resolución en la que el Juez fundamenta por qué está dejando de lado que deba pagarse 
el impuesto en el inicio de la gestión. Esto no va a alterar el resultado de la acción de la Justicia. Entonces, si damos pie a que eso 
también sea recurrible, estamos dilatando la resolución y haciendo que pierda ejecutividad el proceso. Por eso no estamos de 
acuerdo en eliminar esa disposición que hace inapelable e irrecurrible la resolución del Juez. 


SEÑOR ALFIE.- Lo que sucede, señor Senador, es que la Justicia sumaria no funciona; por algo existe el principio de "devuélvase 
a la otra parte". Si se pone un plazo razonable, corto, no cambia la historia. Todos sabemos cómo se dilatan los juicios, cómo en 
juicios por daño o conmoción pública pasan varios años sin que haya resolución. Entonces, por poner un plazo de diez días para 
recurrir u oír a la otra parte, no se me puede decir que va a cambiar la historia. Me parece que es una exageración. 


SEÑOR ALCORTA.- Me parece que la exageración proviene de todos lados porque qué es lo que puede variar en el proceso 
judicial que el Juez, fundadamente, exonere el pago previo del impuesto a quien hace esta gestión. No se altera el derecho de la 
contraparte. Si damos ese plazo, simplemente, lo que estamos haciendo es diferir el proceso. No hay juicio sumario. 


SEÑOR ALFIE.- Es muy sencillo. Justamente, la otra parte se puede amparar en esto y conseguir alguna de las excepciones - 
seguramente no la auxiliatoria de pobreza sino la de la Universidad de la República- y dilatar el término. Es al revés; se puede 
dilatar el término consiguiendo esto -todos sabemos cómo funcionan las cosas- y la otra parte no tiene oportunidad de decir que no 
se debe dar lugar porque tiene varios bienes. Entonces, si ponemos un plazo se soluciona el problema. 


SEÑOR ABREU.- Esto, más allá de la situación puntual, significa una modificación del Código General del Proceso. Estamos 
modificando el Código de Procedimiento Civil y creo que es importante que no decidamos por el método inductivo, es decir, que 
cada vez que veamos un tema particular no lo decidamos sobre los aspectos generales. El principio general que fundamenta esto 
es el del debido proceso y no me parece razonable que cada vez que tengamos una situación de este tipo -que puede ser, como en 
este caso, muy atendible- le encontremos una excepción a ese principio. En otras circunstancias tal vez se la podría encontrar, pero 
no podemos buscar la excusa de que la eficiencia del Poder Judicial tiene que prevalecer por encima del debido proceso, porque 
eso ya lo escuchamos en junio de 1973 en otros temas. 


En consecuencia, me gustaría mantener el principio del debido proceso pero estableciendo un plazo perentorio, que bien podría ser 
de diez días. 


SEÑOR RUBIO.- Sugiero que aprobemos el texto tal como está redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos aprobar el texto tal como viene de la Cámara de Representantes, incluyendo las 
modificaciones sugeridas por el señor Senador Alcorta y también la que va a presentar el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ALFIE.- Propondría que cuando se habla de la liquidación, se establezca que el impuesto se va a pagar sobre el monto de 
capital e intereses. Esto iría en el inciso final, que comienza diciendo: "El monto correspondiente al pago del impuesto, según lo 
establecido en los incisos precedentes", y ahí pondríamos: "se calculará sobre el monto de capital e intereses que surja de la 
liquidación final de la ejecución, generando un crédito privilegiado con cargo a dicha liquidación". 


También me parece que el caso del literal A) queda exonerado de por sí, es decir, no paga el impuesto o, por lo menos, no debería. 
Entonces, podríamos establecer: "En los casos de los literales B) y C), lo relativo al monto correspondiente al pago del impuesto", 
para dejar claro que en el caso del literal A) esto no corresponde, ya que está exonerado por la Constitución, tal como se aclara 
aquí. El caso del literal B) es el que requeriría la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál sería el caso del literal C)? 

SEÑOR ABREU..- Sería la referencia a la potestad de los Jueces, que es el tercer caso. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí hay dos casos, los literales A) y B). 

SEÑOR ALFIE.- Pero mi propuesta sería agregar un literal más, el C), que dijera: "Cuando lo disponga el Juez, por razones 
fundadas", y ahí se seguiría con el procedimiento. Incorporaría este literal para abarcar los tres casos de los que estamos 
hablando. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que se haga una lectura global del proyecto. 

Léase. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO.- "Artículo Único.- Modifícase el artículo 482 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


'ARTÍCULO 482.- El impuesto se pagará con Timbre de Ejecución Judicial sin el cual no se recibirá el escrito gravado a excepción 
de lo establecido en los incisos siguientes del presente artículo. 


A solicitud de parte, se dará curso al primer escrito que presente el ejecutado o ejecutante, postergando el pago del impuesto del 
1% (uno por ciento), siempre que se cumpla lo establecido a continuación: 


A) Los que obtengan..." 
SEÑOR ALFIE.- Como lo establecido en el literal A) en realidad no lo postergamos porque está exonerado, no debemos poner a 
continuación del texto que se acaba de leer. Es decir: lo expresado en el literal A) está exonerado por sí, porque la auxiliatoria de 


pobreza es lo que manda; por lo tanto, no estamos postergando el pago en los casos establecidos en dicho literal, sino en las otras 
dos hipótesis. 


SEÑOR ABREU.- Lo expresado en el literal A) está exonerado y, por lo tanto, si no paga, no posterga. 


SEÑOR ALFIE.- Propondría que hagamos al revés y que el artículo comenzara diciendo: El impuesto se pagará con Timbre de 
Ejecución Judicial sin el cual no se recibirá el escrito gravado, con excepción de los siguientes casos". 


SEÑOR ABREU.- Considero que eso no es recomendable. Entiendo lo expresado por el señor Senador Alfie porque hay una 
exoneración constitucional y no podemos diferir el pago de un impuesto que no existe, pero tenemos que buscar una redacción. 


SEÑOR RUBIO..- El tema es que se nos argumenta que en la realidad no se reconoce esa práctica, por lo cual establecerlo a texto 
expreso haría la diferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que debemos dejarlo tal como está redactado. 
SEÑOR RUBIO.- En todas las consultas que realizamos se nos dijo que esto no funciona. 


SEÑOR ABREU.- Se realizó una consulta a la Suprema Corte de Justicia, en la que se nos informó que existe jurisprudencia que 
sostiene que no corresponde la exoneración. ¿Es a eso a lo que se refiere el señor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- El informe de que dispongo dice que, en la práctica, se demuestra lo contrario: los operadores del Derecho 
pueden contratar que las partes del juicio de ejecución deben pagar el impuesto del 1% en cuestión, sin excepción. Más aún; 
cuando se solicita la inconstitucionalidad de la ley, la Suprema Corte de Justicia ha dictado sentencia no haciendo lugar a ella. Esta 
sentencia está basada en la Acordada 53, de 3 de diciembre de 1993. 

Por lo tanto, lo que se argumenta es la conveniencia de establecerlo explícitamente en el texto. 


SEÑOR ABREU.- Pero ello no impedirá que suceda lo mismo: planteada la inconstitucional o el tema ante la Suprema Corte de 
Justicia, ésta dirá que es contraria a la Constitución, porque la interpretación es que la exoneración lo es. 


SEÑOR RUBIO.- Lo que se argumenta es que la Ley N* 16.170 es inconstitucional y la Suprema Corte de Justicia no ha hecho 
lugar. 


SEÑOR ALFIE.- La Ley N? 16.170, si no me equivoco, es una Ley de Presupuesto. Quisiera saber qué dice su artículo 482. 


SEÑOR NICOLINI.- El artículo establece: "El Impuesto se pagará con Timbre de Ejecución Judicial sin el cual no se recibirá el 
escrito gravado, sin excepción alguna". 


SEÑOR RUBIO.- Por eso se entiende conveniente mantenerlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El segundo inciso del artículo 482 que se propone diría: "A solicitud de parte, se dará curso al primer 


escrito que presente el ejecutado o ejecutante, postergando el pago del impuesto del 1% (uno por ciento), siempre que se cumpla 
lo establecido a continuación: 


A) Los que obtengan auxiliatoria de pobreza (artículo 254 de la Constitución de la República). 


B) Los escritos presentados con asesoramiento de la Defensoría de Oficio o el Consultorio Jurídico de la Facultad de Derecho 
(UDELAR). 


Los Jueces podrán, por razones fundadas, en forma expresa, hacer lugar a la solicitud realizada por el ejecutado en aquellos casos 
no previstos en los literales A) y B)". 


Pediría al señor Senador Abreu que nos dijera cómo continuaría el artículo. 


SEÑOR ABREU.- Se puede decir: "De la resolución se dará vista a la contraparte, la que dispondrá de un término perentorio de 
diez días". 


Hay que ser claro en este tema. Acá hay dos aspectos: uno es el de dar vista, que es el debido proceso, pero por otro lado, al dar 
vista, la contraparte puede interponer algún recurso. 


SEÑOR ALGORTA.- Y demorar diez días el proceso. 
SEÑOR ABREU.- De todas maneras, creo que vale la pena tener ese recaudo. 


SEÑOR ALFIE.- Yo establecería eso en un literal C): "Los Jueces podrán, por razones fundadas, hacer lugar a la solicitud 
realizada". 


SEÑOR ABREU.- Nos estamos refiriendo exclusivamente al tercer punto, al literal C), es decir a aquellos casos en que los Jueces, 
por razones fundadas, podrán hacer lugar a la solicitud. O sea que la discrecionalidad del Juez también tiene un límite, que 
consiste en la posibilidad de que se recurra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a la Secretaría dé lectura a la redacción a que se llegó. 


SEÑOR SECRETARIO.-"Los Jueces podrán, por razones fundadas, en forma expresa, hacer lugar a la solicitud realizada por el 
ejecutado en aquellos casos no previstos en los literales A) y B). De la resolución se dará vista a la contraparte por un plazo 
perentorio de diez días". 


SEÑOR ALFIE.- Tengo una duda. El señor Senador Abreu dijo que esto sólo vale para el literal C); en ese caso, el A) y el B) siguen 
el proceso normal y la otra parte también puede interponer todos los recursos. 


SEÑOR ALGORTA.- En el caso de los literales A) y B), directamente se recibirá el escrito difiriendo el pago, mientras que en el del 
C) tiene que haber una resolución judicial. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, si se trata de agilizar el proceso, se va a intentar entrar siempre por los literales A) y B). Por lo tanto, 
habría que establecerlo para todos, a fin de agilizar el proceso de verdad. 


SEÑOR ALGORTA..- Yo recurriría a la experiencia legal del doctor Abreu, pero creo que está muy claro. Acá dice que el impuesto 
se pagará, salvo en el caso en que, según el literal A), se obtenga auxiliatoria de pobreza, y salvo en el caso, según el literal B), de 
los escritos presentados con asesoramiento de la Defensoría de Oficio. Además, se establece que según el literal C), los Jueces 
podrán, por razones fundadas, hacer lugar a una solicitud. Está claro que es para esto; es en este caso que se admite el recurso; 
en los otros, no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, el literal C) quedaría redactado de la siguiente manera: "Los Jueces podrán, por razones 
fundadas, en forma expresa, hacer lugar a la solicitud realizada por el ejecutado en aquellos casos no previstos en los literales A) y 
B). De la resolución se dará vista a la contraparte por un plazo perentorio de diez días". 


Por último nos queda el punto final, respecto del cual hay dos redacciones: la que esta aquí, que nuestro asesor jurídico, el señor 
Senador suplente, Alberto Breccia, sugiere mantener tal como está, y la propuesta que está realizando el señor Senador Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Mi propuesta es que se diga lo siguiente: "El monto correspondiente al pago del impuesto se calculará sobre el 
total de capital e intereses que surja de la liquidación final de la ejecución, generando un crédito privilegiado con cargo a dicha 
liquidación". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo en su redacción definitiva. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO.- "El monto correspondiente al pago del impuesto se calculará sobre el monto del capital e intereses que 
surja de la liquidación final de la ejecución, generando un crédito privilegiado con cargo a dicha liquidación". 


SEÑOR ABREU.- Se supone que hay una desigualdad. En general, no hay una situación de pobreza. 


SEÑOR NICOLINI.- El artículo 254 de la Constitución dice: "La justicia será gratuita para los declarados pobres con arreglo a la ley. 
En los pleitos en que tal declaración se hubiere hecho a favor del demandante, el demandado gozará del mismo beneficio hasta la 
sentencia definitiva, la cual lo consolidará si declara la ligereza culpable del demandante en el ejercicio de su acción". Este es el 
principio de igualdad ante la ley. 


SEÑOR ABREU.- En un caso hablamos de exoneración y en éste, de postergación, de manera que el impuesto se paga igual. Se 
facilita postergar el pago del tributo al que está en situación de desigualdad, sin que esto signifique que no pague. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en condiciones de votar el texto sobre las ejecuciones judiciales. 


(Se vota:) 
. 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se pasa a considerar el siguiente punto: "Financiación del seguro para el control de la brucelosis". 
El señor Senador Rubio traía posición sobre la urgencia del Poder Ejecutivo y quería tratar previamente el último punto. 


SEÑOR ALFIE.- El asunto que propuso el señor Presidente es más sencillo y creo que no ofrece casi dudas. El otro es un proyecto 
bastante complejo, por lo que me parece que podríamos terminar con el tema de la brucelosis que, personalmente, no me merece 
ninguna observación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay observaciones, estaríamos en condiciones de votar el proyecto sobre financiación del seguro 
para el control de la brucelosis, tal como viene de la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
. 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
A continuación, pasamos a considerar el último punto del orden del día. 


SEÑOR ALCORTA.- Con respecto al planteo del señor Senador Abreu, deseo indicar que no hemos desechado el tema relativo a 
la Contribución Inmobiliaria Rural, sino que postergamos su tratamiento para el final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. 


A continuación, corresponde ingresar en la consideración de la Carpeta N” 328/2005: "Información sobre personas, empresas e 
instituciones incorporadas a los registros del Banco Central del Uruguay. Se autoriza su difusión bajo determinadas circunstancias. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Distribuido N* 436/2005." 


Consulto a los señores Senadores acerca de la conveniencia de que representantes del Banco Central del Uruguay, concurran a 
este Cuerpo a efectos de brindar su opinión sobre este tema. 


SEÑOR ALFIE.- Quizás también se podría invitar a representantes de alguna Cámara vinculada con entidades emisoras de tarjetas 
de crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No han solicitado una entrevista. 

SEÑOR ALFIE.- De acuerdo, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Deberíamos comenzar recibiendo a los representantes del Banco Central de Uruguay la próxima semana. 
(Apoyados) 

(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ALCORTA.- Después de haber estudiado este proyecto de ley que sancionó la Cámara de Representantes y de haber 
dialogado con los señores Diputados que intervinieron en este tema, estoy en condiciones de indicar que se trata de la eventual 
divulgación de las operaciones de crédito de los bancos. Por eso, si no existe opinión contraria, propongo aprobar el proyecto tal 
como está, puesto que no encontramos ningún inconveniente. De esa manera, podría ser analizado en el Senado. 


SEÑOR RUBIO.- No tengo ningún inconveniente. Es más, tengo la misma opinión que el señor Senador. 


Con respecto al otro tema, estoy de acuerdo con lo que señala el señor Senador Alfie. No obstante ello, sería conveniente convocar 
primeramente a representantes del Banco Central de Uruguay. 


SEÑOR ABREU.- Deseo hacer algunas precisiones, por razones de procedimiento e incluso de agilidad. 


En torno a este asunto hay dos actores importantes: el Banco Central de Uruguay y la Cámara de entidades financieras o la 
Asociación del Bancos del Uruguay. 


Pienso que debemos conocer, por lo menos, la opinión de ambos, aunque sea en forma sucinta, y que opinen lo más rápidamente. 
Digo esto, sin perjuicio de mostrarnos favorables a analizar este tema en forma positiva. Si bien el proyecto ya ha sido aprobado en 
la Cámara de Representantes, creo que es bueno que el Banco Central pueda exponer porque nos ayudará a tomar posición sobre 
muchos temas e, incluso, a disponer de una información que a veces no tenemos, por las dificultades naturales de cada 
responsabilidad. Asimismo, sería bueno contar con la presencia del gremio o de los bancos. Podría pedir que participara más de 
uno y, por ejemplo, se me ocurre contar con la opinión de la Cátedra de Derecho Comercial, entre otras cosas, por el alcance del 
secreto bancario y todos los aspectos que hacen a estos temas. 


He leído declaraciones del señor Ministro de Economía y Finanzas en el día de hoy sobre el narcotráfico y otra serie de elementos, 
en las que trataba de aclararle a la opinión pública cuál era la visión y la proyección de las limitaciones del secreto bancario. 
Entiendo que esa es una señal muy importante. Nosotros tenemos que ser muy claros y precisos en este tema porque la 
administración de este instrumento, con los debidos ajustes y correcciones, también hace a la seriedad de la actividad en el país. 
Entonces, sería bueno si pudiéramos convocar a las autoridades del Banco Central e incluso a la Cátedra de Derecho Comercial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Normalmente convocamos a las instituciones vinculadas del Estado, en este caso, el Banco Central, y 
también, a iniciativa nuestra, a la Cátedra. Ese es el procedimiento normal y no tendría inconvenientes en que así se procediera. 
Por lo general, recibimos el pedido de las instituciones privadas cuando quieren venir, pero nunca las convocamos. Como dije, no 


tengo inconvenientes en que la semana que viene vengan representantes del Banco Central y de la Cátedra de Derecho 
Comercial. 


SEÑOR ALFIE.- Tengo una inquietud muy parecida a la del señor Senador Abreu. La interpretación que nosotros teníamos del 
secreto bancario era que ¡ba sobre el lado derecho del balance, es decir, sobre los pasivos y no sobre los activos. Sin embargo, la 
interpretación restrictiva siempre fue en el sentido de que iba sobre todas las operaciones. 


Nosotros pensamos mandar un proyecto de ley y, en su momento, mucha gente nos empezó a decir que tuviéramos cuidado, pues 
no era una ley fácil porque, como decía el señor Senador Abreu, algunos podían pensar que el secreto bancario se empezaba, de 
alguna manera, a violar o a tener hendiduras por donde podría entrar el agua, lo que acarrearía luego la corrosión. 


Por tanto, nos gustaría escuchar la opinión de especialistas de la Cátedra, y si fuera posible, la de algunos abogados 
especializados en el tema de Derecho Bancario. No digo esto para dilatar, sino para contar con opiniones -no sé si hay opiniones a 
favor y en contra- y así poder discernir. 


Si uno lee los artículos, verá que son muy largos y, por lo general, los artículos enormemente largos, que explican mucho, 
oscurecen y no aclaran. Normalmente eso es lo que sucede, porque en el medio dejan cosas contrapuestas. Desde mi punto de 
vista este no es un tema menor y, por ello -creo que todos estamos de acuerdo- nos convendría consultar a especialistas en 
Derecho sobre el tema, más allá de la opinión del Banco Central, que siempre es importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros estamos proponiendo, a pedido del señor Senador Abreu, que para la próxima reunión vengan 
representantes del Banco Central y de la Cátedra de Derecho Comercial. ¿El Senador quiere agregar a alguien más? 


SEÑOR ALFIE.- Voy a hablar con el señor Senador Brause -que es quien va a venir a la sesión- sobre ello, por lo que sería él 
quien haría los planteos del caso. 


SEÑOR ALCORTA.- Señor Presidente: había manifestado que, dado como venía planteado y analizado el informe de la Comisión 
de Hacienda de la Cámara de Representantes -que es muy claro y que además está firmado por Legisladores de todos los 
partidos, incluso por el señor Senador Amorín- me resultaban absolutamente claros los antecedentes para plantear su aprobación. 
Ahora bien; ante el planteo del señor Senador Abreu, a quien mucho respeto, retiro mi propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De hecho, la Mesa ya lo había señalado. 


Por otra parte, el señor Senador Abreu quería hacer una propuesta acerca de cómo tratar el tema de la Contribución Inmobiliaria 
Rural. Incluso, se había nombrado una Subcomisión. 


SEÑOR ABREU.- Es cierto, señor Presidente, habíamos nombrado una Subcomisión, e incluso hice una consulta -sin despreciar, 
como se dice, a las personas más influyentes en Derecho Tributario- a gente joven que está progresando y tiene una gran 
inquietud. Conversé, entonces, con los doctores Gonzalo Ramírez y Bentancur, que son dos jóvenes adjuntos a la Cátedra, quienes 
me dieron una apreciación sobre el tema que, en cierto sentido, es contraria a la orientación de la mayoría. 


Existe la necesidad de que el tributo sea identificado en dos aspectos: primero, en la generación del hecho tributario, es decir, 
definir cuál es el hecho tributario que genera el pago del tributo, y en segundo lugar, la definición del sujeto pasivo. Hace instantes 
estábamos conversando con el señor Senador Alcorta en el sentido de que aquí hay dos aspectos: uno, la figura de UTE en lo que 
tiene que ver con los embalses relacionados con su actividad de generación de energía, y la otra, la figura de una persona pública 
de Derecho Internacional en Salto Grande que tiene, además, aspectos vinculados a la generación de energía, pero que cuenta 
con una relación directa con UTE porque es el que le trasmite la posibilidad de distribuir la energía que se genera a partir de allí. En 
consecuencia, debemos buscar un equilibrio entre estas dos cosas, porque de aprobarse este proyecto, estaría derogando el 
Decreto Ley N* 14.411. Entonces, si progresara la interpretación que hace la minoría o el Partido Independiente -por llamarlo 
institucionalmente- en la figura del señor Diputado Posada, habría una discrepancia de fondo, que es que aquí estamos hablando 
del dominio público y, de por sí, está exonerado de todo tributo. Incluso, tendríamos que ver si esta no es una ley ineficiente, porque 
de atribuirle una determinada situación tributaria al Estado, persona jurídica mayor, igualmente no paga. 


Con todo esto, estoy tratando de justificar mi esfuerzo para que no parezca que he dejado pasar el tiempo en vano, sino que he 
trabajado, por lo que propondría hacer una consulta adicional. 


SEÑOR RUBIO.- Tal como dice el señor Senador Abreu, se trata de un asunto extremadamente complejo. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: consulté al doctor Guerra, que es Catedrático de Derecho Agrario y, además, especialista en 
todos estos temas. Su opinión es terminante puesto que considera que todas las tierras como tal son propiedad del Estado, 
persona jurídica mayor y, por lo tanto, no pueden ser gravadas. En ningún caso pertenecen a UTE; incluso, podría ser al revés ya 
que el Estado podría cobrarle a UTE un arrendamiento por el uso de sus tierras. 


SEÑOR ABREU.- Propongo invitar -además de los que puedan agregar los señores Senadores- al doctor Bordoli, quien fue 
Director General de Rentas y es Catedrático de Derecho Tributario. Es un hombre de gran experiencia y conoce muy bien estos 
temas. 


La consulta que tenemos de los dos jóvenes catedráticos nos habla de la posibilidad de crear un nuevo tributo, definiendo el hecho 
gravado por el aprovechamiento económico y directo e indirecto de las represas; de esa manera, será UTE la que pague al final. 


SEÑOR ALCORTA.- Creo que hay dos casos diferentes en la ley. El artículo 1% habla de la derogación de este Decreto Ley N* 
14.411, de 11 de agosto de 1978; un decreto interpretativo incluyendo las aguas y tierras de lagos artificiales. 


Entonces, quiero aclarar que para mí UTE es un sujeto pasivo de impuestos y no está exonerado, sino que paga patente y 
contribución inmobiliaria. Asimismo, sin dejar de lado el lago de Salto Grande, en los restantes lagos artificiales, las expropiaciones 
fueron hechas a favor de la tierra. Es decir que UTE es la propietaria de la tierra por este Decreto Ley de 1978 que estamos 
derogando. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que no es propietaria. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que no entremos en esta discusión. 
La semana que viene nos van a visitar representantes del Banco Central y de las cátedras correspondientes para tratar este tema. 


SEÑOR ALCORTA.- Aprovechando la visita del Banco Central podríamos plantear los dos proyectos que tenemos a estudio: éste 
que motivó el planteo y el de Registro Unico de Créditos Financieros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la semana que viene nos visitarán representantes del Banco Central con los catedráticos que 
correspondan, y si entra el proyecto de ley de usura lo incluiremos en el orden del día. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 18 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


